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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, de fecha dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente conformado con motivo del Recurso de Revisión 07577/INFOEM/IP/RR/2023, interpuesto por un Recurrente o Particular, en contra de la respuesta del Sujeto Obligado Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, se emite la presente Resolución, con base en los Antecedentes y Considerandos que a continuación se exponen:

A N T E C E D E N T E S

I. Presentación de la solicitud de información

Con fecha cuatro de octubre de dos mil veintitrés, el Particular presentó solicitud de acceso a la información pública, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), ante el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, misma que fue registrada con el número de folio 00826/ISSEMYM/IP/2023, en el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense, en lo sucesivo el SAIMEX, por ser la  plataforma vinculada a la PNT, que este Organismo Garante utiliza para dar trámite a sus solicitudes misma que fue registrada. En la solicitud se requirió lo siguiente: 

DESCRIPCIÓN CLARA Y PRECISA DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA
“Proporcione un informe de las inversiones de este sujeto obligado en la adquisición de cualquier instrumento de deuda, bonos, pagarés y/o certificados bursátiles fiduciarios, emitidos a través de bancos o casas de bolsa por parte de Corafi y/o Escorfin, de 2010 a la fecha. Indique las fechas de las compras, la cantidad de certificados comprados, el monto total pagado y el monto por pagar. Además, proporcione copia digital en versión pública del contrato(s) que respalde las inversiones." (Sic).

MODALIDAD DE ENTREGA
“Entrega por el sistema de solicitudes de acceso a la información de la PNT”

II. Respuesta del Sujeto Obligado

Con fecha veinticinco de octubre de dos mil veintitrés, el Sujeto Obligado otorgó respuesta a través del SAIMEX en la que adjuntó los siguientes archivos:

· RESPUESTA 826.IP.pdf: Consiste en un oficio suscrito por el Responsable y Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto Obligado en el que manifestó lo siguiente:

“Respecto a ”Proporcione un informe de las inversiones de este sujeto obligado en la adquisición de cualquier instrumento de deuda, bonos, pagarés y/o certificados bursátiles fiduciarios, emitidos a través de bancos o casas de bolsa por parte de Corafi y/o Escorfin, de 2010 a la fecha…” se informa que de acuerdo con los archivos que obran en la Dirección de Administración Financiera, del periodo de 2010 a 2012 no se tienen compras registradas; motivo por el cual no se cuenta con información de acuerdo con lo solicitado por el peticionario, por no generarse, ni tampoco se está obligado a generar información para un fin determinado (ad hoc) como lo establece el segundo párrafo del artículo 12 de la Ley de Transparencia…

Por cuanto hace a: “…proporcione copia digital en versión pública del contrato(s) que respalde las inversiones…” se hace de conocimiento que no se cuenta con un documento con tales características, en virtud de que los certificados bursátiles están respaldados por un fideicomiso en cuyo caso deriva de un contrato celebrado entre el Fiduciario (casa de bolsa) y el Fideicomitente (empresa), es decir, que el contrato no se encuentra en los archivos que obran en la Dirección de Administración Financiera, por no generarse.

Por otro lado, “Proporcione un informe de las inversiones de este sujeto obligado en la adquisición de cualquier instrumento de deuda, bonos, pagarés y/o certificados bursátiles fiduciarios, emitidos a través de bancos o casas de bolsa por parte de Corafi y/o Escorfin, de 2010 a la fecha…” se comunica que por lo que refiere al periodo de 2013 en adelante, la totalidad de la información que se solicita obra en la carpeta de investigación del proceso penal que aún no  causa ejecutoria, ante la Unidad Especializada de Delitos Financieros y Fiscales de la Fiscalía General de la República del 30 de junio de 2023, en contra de las jurídicas colectivas CORAFI, S.A. de C:V. SOFOM, E.N.R. (actualmente CORAFI ASESORES EJECUTIVOS, S.A de C:V.), PROMOTORA DE SISTEMA DE INFORMACIÓN, S.A.P.I. de C.V. y SERVICIOS INMOBILIARIOS DE POSTURAS, S.A. de C.V. (del grupo ESCORFIN), siendo evidente que los referidos documentos obran en ésta y se encuentran en el supuesto de información clasificada como reservada, como lo informó la Unidad Jurídica Consultiva y de Igualdad de Género de este Instituto”

En este sentido, se hace de su conocimiento la resolución número CT/ISSEMYM-A01-47E/2023, emitida por el Comité de Transparencia en su Cuadragésima Séptima Sesión Extraordinaria, mediante la cual se clasifica como información reservada la relacionada con la carpeta de investigación efectuada por la representación jurídica del Instituto en contra de las juristas colectivas CORAFI, S.A. de C:V. SOFOM, E.N.R. (actualmente CORAFI ASESORES EJECUTIVOS, S.A de C:V.), PROMOTORA DE SISTEMA DE INFORMACIÓN, S.A.P.I. de C.V. y SERVICIOS INMOBILIARIOS DE POSTURAS, S.A. de C.V. (del grupo ESCORFIN); toda vez que no se encuentra concluido, pudiendo afectar el debido proceso para las partes involucradas lo anterior, por un periodo de cinco años.

· RESOLUCION 826.IP 47 EXTRAORDINARIA.pdf: El archivo corresponde a la Resolución del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado mencionada en la respuesta arriba transcrita, por medio del cual clasificó la información solicitada.

III. Interposición del Recurso de Revisión

Con fecha treinta de octubre de dos mil veintitrés, a través del SAIMEX, se interpuso el presente Recurso de Revisión por el Recurrente, en contra de la respuesta emitida por el Sujeto Obligado a la solicitud de información, en los siguientes términos:
ACTO IMPUGNADO:
“La reserva por cinco años de la información solicitada."

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD.
“El sujeto obligado afirma que la información solicitada forma parte de una investigación ministerial que no ha causado estado, y que entregarla puede poner en riesgo el debido proceso, citando la LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. Sin embargo, tanto esa ley, en su artículo 115, como la LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, en su artículo 112, refieren que no podrá invocarse el carácter de reservada cuando "Se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes aplicables". En el caso que nos ocupa, se aportaron indicios de que la información solicitada está relacionada con actos de corrupción (nota periodística de El País). Además, la existencia misma de la investigación ministerial invocada por el sujeto obligado confirma que se trata de información relacionada con actos de corrupción, de modo que no procede la reserva aplicada por el sujeto obligado.” 

IV. Trámite del Recurso de Revisión ante el Instituto

a) Turno del Recurso de Revisión. El treinta de octubre de dos mil veintitrés, el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), asignó el número de expediente 07577/INFOEM/IP/RR/2023, al medio de impugnación que nos ocupa, con base en el sistema aprobado por el Pleno de este Órgano Garante y lo turnó a la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez, para los efectos del artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. No obstante, en la Vigésima Tercera Sesión ordinaria de fecha veintiséis de junio del año que transcurre, se aprobó su returno correspondiente, a efecto de que la Ponencia del Comisionado Luis Gustavo Parra Noriega formulara y presentara el proyecto de resolución correspondiente.

b) Admisión del Recurso de Revisión. El treinta y uno de octubre de dos mil veintitrés, se acordó la admisión del Recurso de Revisión interpuesto por el Recurrente en contra del Sujeto Obligado, en términos del artículo 185, fracciones I, II y IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual fue notificado a las partes el mismo día a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en el que se les otorgó un plazo de siete días hábiles posteriores a la misma, para que manifestaran lo que a su derecho conviniera y formularan alegatos.

c) Informe Justificado. El diez de noviembre de dos mil veintitrés, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), se recibió en este Instituto el informe justificado por parte del Sujeto Obligado en el que adjuntó los siguientes archivos:

· informe 826.pdf: Informe justificado remitido por el Responsable y titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado por medio del cual ratificó su respuesta como se muestra a continuación:
“… 
Finalmente se solicita confirmar la respuesta otorgada al recurrente, de conformidad con el artículo 186 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
…”
· OFICIO 2090 UT.pdf: Oficio por el cual el Responsable y Titular de la Unidad de Transparencia requiere a la Servidora Pública Habilitada de la Coordinación de Administración y Finanzas a efecto de que realice sus manifestaciones derivado de la interposición del Recurso de Revisión.
· RESOLUCION 826.IP 47 EXTRAORDINARIA.pdf y ACTA DE COMITÉ 47 EXTRAORDINARIA.pdf: Corresponde al Acta y Resolución del Comité de Transparencia por medio del cual el Sujeto Obligado clasificó la información solicitada
· OFICIO 0426 CAF.pdf y OFICIO 0467 CAF.pdf: Oficio suscrito por el Jefe de la Unidad de Estrategia Administrativa manifestó que la información debía ser clasificada como reservada por un periodo de cinco años. 
· OFICIO 2052 UT.pdf: Contiene el oficio enviado en respuesta.

d). Vista del Informe Justificado. El trece de junio de dos mil veinticuatro, se dictó acuerdo mediante el cual se puso a la vista del Particular, el Informe Justificado, el cual le fue notificado, en esa misma fecha, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). No obstante, el Particular fue omiso en realizar manifestación alguna.

e) Ampliación del plazo para resolver. El dieciocho de diciembre de dos mil veintitrés, el Comisionado Ponente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, acordó ampliar por un periodo de quince días hábiles, el plazo para resolver los recursos de revisión que nos ocupan; acto que fue notificado a las partes, mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), el mismo día de su emisión.

Este Organismo Garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos, que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

Por ello, es menester precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.
 
Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.
 
En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.
 
Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:  
 
a) Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
b) Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
c) Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.
 
Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.
 
Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.

f) Audiencia. Mediante acuerdo de fecha nueve de agosto de dos mil veinticuatro, notificado en dicho día, se citó a comparecer al Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios el día trece del mismo mes y año, por lo que una vez que convino en acudir a la celebración de dicha audiencia, en el día y hora señalados, se llevó a cabo la misma, en la cual en su parte medular manifestaron que dar a conocer los documentos en donde consten las inversiones es posible que el ISSEMYM ya no pueda invertir por especulaciones en el mercado.

g) Cierre de instrucción. El veinticuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, al no existir diligencias pendientes por desahogar, se emitió el acuerdo por medio del cual se declaró cerrada la instrucción y se determinó pasar el expediente a resolución, en términos de lo dispuesto en los artículos 185, fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, mismo que fue notificado a las partes el mismo día, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

En razón de que fue debidamente sustanciado el expediente electrónico y no existe diligencia pendiente de desahogo, se emite la resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo a los siguientes: 



C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO. Competencia

El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión interpuesto por la parte recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 6°, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5°, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto, fracciones I, II, III, IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 1°, 8°, 9°, 10, 37 y 42, fracciones I, II y III, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1°, 2°, fracciones II y IV; 13,  29, 36, fracciones I y II; 176, 178, 179, 181 párrafo tercero, 185, 188 y 189 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 7°, 9°, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Causales de improcedencia y sobreseimiento

Este Instituto realiza el estudio oficioso de las causales de improcedencia, por tratarse de una cuestión de orden público y de estudio preferente acorde con el Criterio orientador en la Tesis de Jurisprudencia “IMPROCEDENCIA.” (Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, 1985, pág. 262), el cual establece que debe examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, sea que las partes lo soliciten o no, por ser una cuestión de orden público; de tal suerte, deberá ser desechado cualquier Recurso de Revisión que actualice alguno de los supuestos establecidos en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por ser improcedente.

En el presente caso, no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia establecidas en el ordenamiento jurídico previamente señalado, toda vez que: el recurso fue presentado dentro del plazo establecido en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; este Instituto no tiene conocimiento de que se encuentre en trámite algún medio de defensa presentado por el recurrente ante otra instancia; no existió prevención alguna; la veracidad de la respuesta no formó parte del agravio; ni se realizó una consulta o ampliación a los alcances del requerimiento informativo.

Causales de sobreseimiento

Por lo que hace a las causales de sobreseimiento, del análisis realizado por este Instituto, se advierte que no se actualiza ninguna de las previstas por el artículo 192 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; lo anterior, en virtud de que no existe constancia en el expediente en que se actúa, de que la recurrente se hubiera desistido del recurso, hubiera fallecido, que sobreviniera alguna causal de improcedencia, que el Sujeto Obligado hubiese modificado o revocado el acto impugnado, o bien que el recurso de revisión hubiera quedado sin materia. Por tales motivos, se considera procedente entrar al fondo del presente asunto. 

TERCERO. Determinación de la Controversia

Una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa, se desprende que el Particular solicitó al Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios lo siguiente:

1. Informe de las inversiones en la adquisición de cualquier instrumento de deuda, bonos, pagarés y/o certificados bursátiles fiduciarios, emitidos a través de bancos o casas de bolsa por parte de Corafi y/o Escorfin, de dos mil diez al cuatro de octubre de dos mil veintitrés.
2. Fechas de las compras, la cantidad de certificados comprados, el monto total pagado y el monto por pagar. 
3. Contrato(s) que respalde las inversiones.

En respuesta, el Sujeto Obligado señaló no haber realizado compras de dos mil diez a dos mil doce con las empresas mencionadas, no contar con contratos en virtud de que los certificados bursátiles están respaldados por un fideicomiso, además de señalar que del periodo de dos mil trece en adelante, la totalidad de la información que se solicita obra en la carpeta de investigación en trámite, ante la Unidad Especializada de Delitos Financieros y Fiscales de la Fiscalía General de la República del treinta de junio de dos mil veintitrés, por lo que se encontraba clasificada como reservada, razón por la cual el Particular se inconformó por dicha clasificación, por lo que en el asunto que nos ocupa se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción II, de la Ley de la materia -la clasificación de la información-.

Establecido lo anterior, lo consecuente es analizar el agravio manifestado por el ahora Recurrente, de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y demás disposiciones legales aplicables a la materia que se resuelve.

CUARTO. Marco normativo aplicable en materia de transparencia y acceso a la información pública

El artículo 6°, Apartado A), fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que toda la información en posesión de cualquier autoridad es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de mayo de 2015, dispone en su artículo 70, la información que se considera corresponde a las Obligaciones de Transparencia, la cual debe estar disponible para cualquier persona de manera permanente y actualizada.

En este sentido, los Lineamientos técnicos generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el título quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, establecen los formatos para dar cumplimiento a las Obligaciones de Transparencia, así como los plazos de actualización.

En materia local, el artículo 5°, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, es coincidente con la Constitución Federal, en el sentido de la publicidad de toda la información, con la única restricción de proteger el interés público, así como la información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.

Por su parte, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (Reglamentaria del artículo 5° de la Constitución Local), establece lo siguiente:

El artículo 12, que, quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma.

El artículo 18, que, los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.

El artículo 19, que, se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y en caso de que dichas facultades no se hayan ejercido, se deberá motivar la respuesta en función de las causas que motivaron tal circunstancia.

QUINTO. Estudio de Fondo

Una vez determinada la vía sobre la que versará el presente Recurso y previa revisión del expediente electrónico formado en el SAIMEX, con motivo de la solicitud de información y del Recurso a que da origen, es conveniente analizar si la respuesta del Sujeto Obligado cumple con los requisitos y procedimientos del derecho de acceso a la información pública.

Sobre la información solicitada, es preciso señalar que, todos los actos que realicen los sujetos obligados deben estar documentados y, bajo el más alto estándar de transparencia deberán poner toda la información que se encuentre en su posesión, a disposición de los particulares que la soliciten, resulta necesario referir que, el artículo 6° apartado A fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 5 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, guardan una estrecha relación, puesto que los ordenamientos citados concurren refiriendo que los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que se derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen, posean o administren. 

Para efectos de delimitar el estudio del presente medio de impugnación es preciso señalar que el planteamiento de la solicitud realizado por el Particular, relacionado con el informe de las inversiones, no identifica el documento al que quiere tener acceso, en ese sentido conviene traer a colación el criterio con clave de control SO/016/2017 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, que contempla:

Expresión documental. Cuando los particulares presenten solicitudes de acceso a la información sin identificar de forma precisa la documentación que pudiera contener la información de su interés, o bien, la solicitud constituya una consulta, pero la respuesta pudiera obrar en algún documento en poder de los sujetos obligados, éstos deben dar a dichas solicitudes una interpretación que les otorgue una expresión documental.

Es así que aun cuando los requerimientos fueron planteados sin identificar el documento en específico al que quiere tener acceso el Solicitante, el Sujeto Obligado, deberá, en caso de identificar expresión documental, hacer entrega de la misma. Ahora se procede analizar cada uno de los puntos requeridos por el Particular; en primer término teneos que solicitó la información desde el año dos mil diez, a la fecha de su solicitud es decir al cuatro de octubre de dos mil veintitrés, razón por la cual en respuesta el ISSEMYM manifestó que de dos mil diez a dos mil doce no se tienen compras registradas; motivo por el cual no se cuenta con información de acuerdo con lo solicitado así sobre la manifestación realizada por el Ayuntamiento cabe precisar que este Instituto, no tiene atribuciones para pronunciarse sobre la veracidad de lo señalado, apoya lo anterior, el Criterio 31/10, emitido por el Pleno del entonces Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos.

Ahora, por lo que hace al dos mil trece en adelante, manifestó que la información que se solicita obra en la carpeta de investigación en trámite ante la Unidad Especializada de Delitos Financieros y Fiscales de la Fiscalía General de la República, en contra de las personas jurídicas colectivas CORAFI, S.A. de C:V. SOFOM, E.N.R. (actualmente CORAFI ASESORES EJECUTIVOS, S.A de C:V.), PROMOTORA DE SISTEMA DE INFORMACIÓN, S.A.P.I. de C.V. y SERVICIOS INMOBILIARIOS DE POSTURAS, S.A. de C.V. (del grupo ESCORFIN), por lo tanto se encontraba clasificada como reservada.

Aunado a lo anterior, remitió acuerdo por el cual clasificó la información en términos del artículo 140, fracciones VIII y IX. En ese sentido, el artículo 140, fracción VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (homólogo al 113, fracción XI, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública), señala que será información reservada, aquella que vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado.

En ese sentido, los Lineamientos Generales prevén lo siguiente:

Trigésimo. De conformidad con el artículo 113, fracción XI de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, siempre y cuando se acrediten los siguientes elementos: 

I. La existencia de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, que se encuentre en trámite, y 
II. Que la información solicitada se refiera a actuaciones, diligencias o constancias propias del procedimiento. 
Para los efectos del primer párrafo de este numeral, se considera procedimiento seguido en forma de juicio a aquel formalmente administrativo, pero materialmente jurisdiccional; esto es, en el que concurran los siguientes elementos: 
1. Que se trate de un procedimiento en el que la autoridad dirima una controversia entre partes contendientes, así como los procedimientos en que la autoridad, frente al particular, prepare su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, y 
2. Que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. 
No serán objeto de reserva las resoluciones interlocutorias o definitivas que se dicten dentro de los procedimientos o con las que se concluya el mismo. En estos casos deberá otorgarse acceso a la resolución en versión pública, testando la información clasificada.

De la normatividad citada, se desprende que el supuesto de clasificación invocado prevé que, como información reservada, a aquella que vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan causado estado. Por lo cual, para considerar que se actualiza dicha causal es necesario que se configuren los siguientes elementos:

1) La existencia de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, que se encuentre en trámite, y
2) Que la información solicitada se refiera a actuaciones, diligencias o constancias propias del procedimiento.

Con base en lo expuesto, se advierte que la información susceptible de clasificarse como reservada bajo el artículo 140, fracción VIII, de la Ley de la materia, es aquella cuya difusión vulnere la conducción de los expedientes de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, que sigan en trámite.

En relación con lo anterior, es menester precisar que para que se trate de un juicio o procedimiento administrativo materialmente jurisdiccional, debe cumplirse con lo dispuesto en los Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis 2a./J. 22/2003, consistente en que un “procedimiento en forma de juicio”, debe entenderse lato sensu, no únicamente comprendiendo los procedimientos en que la autoridad dirime una controversia entre las partes, sino que deben incluir todos aquellos procedimientos en que una autoridad frente a la particular, prepara su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, tal como se muestra a continuación:

“PROCEDIMIENTOS EN FORMA DE JUICIO SEGUIDOS POR AUTORIDADES DISTINTAS DE TRIBUNALES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 114, FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. SU CONCEPTO COMPRENDE TANTO AQUELLOS EN QUE LA AUTORIDAD DIRIME UNA CONTROVERSIA ENTRE PARTES CONTENDIENTES, COMO LOS PROCEDIMIENTOS MEDIANTE LOS QUE LA AUTORIDAD PREPARA SU RESOLUCIÓN DEFINITIVA CON INTERVENCIÓN DEL PARTICULAR. La Ley de Amparo establece que tratándose de actos dentro de un procedimiento, la regla general, con algunas excepciones, es que el juicio constitucional sólo procede hasta la resolución definitiva, ocasión en la cual cabe alegar tanto violaciones de fondo como de procedimiento, sistema que tiene el propósito de armonizar la protección de las garantías constitucionales del gobernado, con la necesidad de asegurar la expeditez de las diligencias procedimentales. Tal es la estructura que dicha Ley adopta en el amparo directo, así como en los procedimientos de ejecución y en los procedimientos de remate, como lo establece en sus artículos 158 y 114, fracción III, respectivamente. Por tanto, al establecer el segundo párrafo de la fracción II del artículo 114 acabado de citar, que cuando el acto reclamado de autoridades distintas de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, emanen de un procedimiento en forma de juicio, el amparo sólo procede en contra de la resolución definitiva, debe interpretarse de manera amplia la expresión "procedimiento en forma de juicio", comprendiendo aquellos en que la autoridad dirime una controversia entre partes contendientes, así como todos los procedimientos en que la autoridad, frente al particular, prepara su resolución definitiva, aunque sólo sea un trámite para cumplir con la garantía de audiencia, pues si en todos ellos se reclaman actos dentro de procedimiento, en todos debe de aplicarse la misma regla, conclusión que es acorde con la interpretación literal de dicho párrafo.”

Ahora bien, es necesario señalar que, respecto a las formalidades esenciales del procedimiento, el Pleno de la Suprema de Corte de Justicia de la Nación mediante tesis jurisprudencial P./J.47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. II, diciembre de 1995, página 133; ha sostenido:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga ‘se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento’. Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”
Del criterio  citado, se desprende que las formalidades esenciales del procedimiento que exige el párrafo segundo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para que se respete la garantía de audiencia, son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos:

i) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias;
ii) La oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas; 
iii) La oportunidad de alegar; y
iv) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas.

Por lo que hace a la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias, es la etapa en la que se hace del concomimiento de una de las partes que se ha instaurado un procedimiento en su contra; por otra parte, la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, es la instancia en la que se da a las partes de presentar aquellos elementos de convicción que acrediten sus pretensiones; en relación con la fase de alegar, es aquella del proceso en que las partes presentan las manifestaciones que a su derecho convenga, y finalmente, por lo que hace al dictado de la resolución, versa en la determinación de la autoridad competente de las cuestiones debatidas.

En ese contexto, resulta necesario precisar que el proceso, en el presente caso, corresponde al procedimiento penal que comprende las etapas establecidas en el artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales como se muestra a continuación:

Artículo 211. Etapas del procedimiento penal 
El procedimiento penal comprende las siguientes etapas: 
I. La de investigación, que comprende las siguientes fases: 
a) Investigación inicial, que comienza con la presentación de la denuncia, querella u otro requisito equivalente y concluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de control para que se le formule imputación, e 
b) Investigación complementaria, que comprende desde la formulación de la imputación y se agota una vez que se haya cerrado la investigación; 
II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde la formulación de la acusación hasta el auto de apertura del juicio, y 
III, La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto de apertura a juicio hasta la sentencia emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. 

La investigación no se interrumpe ni se suspende durante el tiempo en que se lleve a cabo la audiencia inicial hasta su conclusión o durante la víspera de la ejecución de una orden de aprehensión. El ejercicio de la acción inicia con la solicitud de citatorio a audiencia inicial, puesta a disposición del detenido ante la autoridad judicial o cuando se solicita la orden de aprehensión o comparecencia, con lo cual el Ministerio Público no perderá la dirección de la investigación.
El proceso dará inicio con la audiencia inicial, y terminará con la sentencia firme.

Conforme a lo anterior, se considera que existen tres etapas, a saber, las siguientes:

1. Investigación: la cual consiste en lo siguiente:
· Inicia: 
Por querella o denuncia 
2. Intermedia: En este periodo se prepara el juicio que comprende hasta su apertura 
3. La de Juico: se recibe el auto de apertura a juicio hasta la sentencia

Así, se desprende que la información solicitada a dicho del ISSEMYM no forma parte de un proceso penal, ya que no existe un juicio tramitado ante la autoridad competente, que en este caso sería el Poder Judicial, ya que para ello se requiere que el Ministerio Público presente formalmente la acusación y se abra un juicio penal en contra de las personas que ya hayan sido identificadas y señaladas como probables responsables de la comisión de un delito, lo que en la especie no ha acontecido o por lo menos no al momento de la presentación de la solicitud, ni de la celebración de la audiencia; por tal motivo no es dable confirmar la reserva de la información con base en el artículo 140, fracción VIII, de la Ley de Transparencia local, por que la información no forma parte de un juicio ni un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio.

En este orden de ideas, toda vez el ISSEMYM no indicó que la información formara parte de un proceso penal, pero sí manifestó que forma parte de la carpeta de investigación que se encuentra en eta de integración, por lo que, se procede a analizar si se actualiza la segunda reserva invocada por el Sujeto Obligado que es la fracción IX, de la Ley de Transparencia, la cual dispone que se podrá clasificar como información reservada la que “Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la Ley señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público”.

Como podemos advertir, la descripción legal establece que la información debe formar parte de las investigaciones del Ministerio Público, por lo que puede entenderse que se refiere tanto al fuero común como al fuero federal y al haberse referido que se trata de una investigación ante la Unidad Especializada de Delitos Financieros y Fiscales de la Fiscalía General de la República, es dable analizar este reserva de acuerdo con los Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, con la finalidad de verificar si se configura la hipótesis de reserva en estudio:

Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, podrá considerarse como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones previas o carpetas de investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual, de conformidad con la normativa en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño.

Como se advierte de lo anterior, para clasificar la información con base en la fracción IX, de la Ley de Transparencia Local, homólogo al artículo, 113, fracción XII, de la Ley de Transparencia General, sólo es necesario acreditar que la información forma parte de los indicios que el Ministerio Público reúne para sustentar en su caso el ejercicio de la acción penal, la acusación contra el imputado o determinar el no ejercicio de la acción penal.

Así, la información interés del Particular, forma parte según lo señalado por el Sujeto Obligado de una carpeta de investigación en trámite ante la Unidad Especializada de Delitos Financieros y Fiscales de la Fiscalía General de la República, la cual se encuentra en su etapa de integración. Además, en el presente caso, se trata de la investigación para determinar si se configura o no un delito, toda vez que, de la inversión realizada por el ISSEMYM las empresas dejaron de cubrir los pagos respectivos, lo que implica un daño en la finanzas del ISSEMYM, que redunda directamente en un perjuicio para los trabajadores, toda vez que el monto invertido, viene del fondo de capitalización de los trabajadores.

Por lo que, se advierte que los documentos solicitados específicamente solicitados sí corresponden a constancias propias que el Ministerio Público está utilizando para acreditar el cuero del delito y la probable responsabilidad, ya que corresponden a las fechas de compra, montos pagados, montos por pagar y documento que avalan la relación bursátil.

Hasta aquí, tenemos por acreditada la reserva de la información, por formar parte de los documentos que se encuentran en una carpeta de investigación a cargo del Ministerio Público Federal, pero de conformidad con el artículo 141 de la Ley de Transparencia local, no basta con actualizar el supuesto de reserva del artículo 140, sino que además es necesario acreditar la prueba de daño que se causaría con la entrega de la información y esta de modo general se tradujo por el ISSEMYM, en el sentido de que se puede causar un perjuicio a la investigación del Ministerio Público. 

Así, el artículo 141 de la Ley de la materia, que establece que las causales de reserva se deberán fundar y motivar, a través de la aplicación de la prueba de daño establecida en el artículo 129 de dicho ordenamiento, que se debe justificar de la siguiente manera:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional.
II. El riesgo de perjuicio supera el interés público general de que se difunda.
III. Que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

En este sentido, previo al análisis de la prueba de daño, conviene referir la información que sobre el tema se ha hecho pública, pues la persona Recurrente indicó que lo solicitado se trata de actos de corrupción según información de una nota periodística. Por lo anterior, a continuación se reproducen diversas ligas electrónicas de las cuales se desprende lo siguiente:

· “Las cosas en el ISSEMYM están peor de lo que se imaginaba”, localizada en la página electrónica https://adnoticias.mx/las-cosas-en-el-issemym-estan-peor-de-lo-que-se-imaginaba/ de fecha nueve de octubre de dos mil veintitrés, en la cual se indica que la FGR ha trazado el mecanismo para desviar el dinero público y en el caso del ISSEMyM solo pudo darse con la anuencia y firma del director o directora general y los responsables de las áreas de administración y finanzas. De acuerdo con la investigación, para incentivar la malversación recibieron sobornos en efectivo a título de comisiones por el 10 por ciento del monto total, en este caso pudieron ser 60 millones de pesos.

a) “Así fue el esquema Ponzi con el que empresarios robaron en Segalmex y dependencias”, localizada en la página electrónica https://www.radioformula.com.mx/nacional/2023/10/2/asi-fue-el-esquema-ponzi-con-el-que-empresarios-robaron-en-segalmex-dependencias-783925.html de fecha dos de octubre de dos mil veintitrés, en la cuan indican que el esquema Ponzi consistió en convencer a instituciones de invertir dinero del erario público con la promesa de obtener rendimientos elevados y el pago en efectivo de una comisión, emitidos por Financiera Corafi y Estratégica Corporativa en Finanzas (Escorfin). Señala que en efecto hay una carpeta de investigación en la que al menos son seis instituciones víctimas en la estafa a través del esquema Ponzi, entre ellas El Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMyM) invirtió 610 millones de pesos 

En ese contexto, sobre el valor probatorio de las notas periodísticas, cabe traer a colación la tesis aislada número I.4o.T.4 K, emitida por el Cuatro Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Tomo II, página 541, en Diciembre de mil novecientos noventa y cinco, de la Novena Época, titulada “NOTAS PERIODISTICAS, EL CONOCIMIENTO QUE DE ELLAS SE OBTIENE NO CONSTITUYE ‘UN HECHO PUBLICO Y NOTORIO’” en la que se señala que el hecho de que el público lector adquiera conocimiento de algún hecho consignado en periódicos o revistas, no implica por esa sola circunstancia que la noticia se convierta en un hecho “público y notorio”, toda vez que se entiende por “notorio” lo que es público y sabido de todos, o un hecho cuyo conocimiento forme parte de la cultura propia de un círculo social determinado, en el tiempo de su realización. De tal situación, lo consignado en las notas periodísticas no constituye un hecho público o notorio, sino que es una opinión de su autor, por lo que sólo se pueden tomar como indicios.

Conforme a lo anterior, si bien las notas periodísticas no constituyen prueba plena, conviene destacar que dejan al descubierto la necesidad de identificar si la información actualiza la causal del artículo 142 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual dispone que la información relacionada con actos de corrupción no puede ser clasificada como reservada.

Al respecto, conviene retomar que en respuesta y en audiencia, el Sujeto Obligado aceptó que en efecto, se presentó una denuncia por la falta de pago de inversiones, motivo por el cual se determinó que la información era clasificada como reservada, además de que la denuncia no estaba presentada en contra de servidores públicos, sino en contra de particulares, que fueron quienes dejaron de cubrir los pagos al ISSEMYM. Así, conforme a lo señalado, sobre actos de corrupción; el Título Décimo “Delitos por hechos de corrupción” del Código Penal Federal, se ubica el tipo penal relativo, precisamente, al “Uso ilícito de atribuciones y facultades” artículos 217 y 217 BIS que señalan lo siguiente:

Artículo 217 Bis.- Al particular que, en su carácter de contratista, permisionario, asignatario, titular de una concesión de prestación de un servicio público de explotación, aprovechamiento o uso de bienes del dominio de la Federación, con la finalidad de obtener un beneficio para sí o para un tercero:
I.- Genere y utilice información falsa o alterada, respecto de los rendimientos o beneficios que obtenga, y 
II.- Cuando estando legalmente obligado a entregar a una autoridad información sobre los rendimientos o beneficios que obtenga, la oculte.
Al que cometa el delito a que se refiere el presente artículo, se le impondrán de tres meses a nueve años de prisión y de treinta a cien días multa.

Ahora bien, no se omite señalar que en el Código Penal del Estado de México no se define como tal un delito por actos de corrupción: sin embargo, la Ley  de  Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, sí establece que los particulares cometen actos de corrupción cuando desvían recursos públicos.

TÍTULO SEGUNDO
DE LOS MECANISMOS DE PREVENCIÓN E INSTRUMENTOS
DE RENDICIÓN DE CUENTAS

CAPÍTULO SEGUNDO
DE LA INTEGRIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS COLECTIVAS

Artículo 25. Las personas jurídicas colectivas serán sancionadas en los términos de la presente Ley, por actos u omisiones vinculados con faltas administrativas graves tendentes a obtener beneficios, realizados por las personas físicas que los representen.

CAPÍTULO TERCERO
DE LOS ACTOS DE PARTICULARES VINCULADOS
CON FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES
Artículo 68. Constituyen faltas administrativas graves vinculadas con actos de particulares las
siguientes:
I. El soborno.
II. La participación ilícita en procedimientos administrativos.
III. El tráfico de influencias para inducir a la autoridad.
IV. La utilización de información falsa.
V. La obstrucción de facultades de investigación.
VI. La colusión.
VII. El uso indebido de recursos públicos.
VIII. La contratación indebida de ex Servidores públicos.

SECCIÓN SÉPTIMA
DEL USO INDEBIDO DE RECURSOS PÚBLICOS
Artículo 75. Incurrirá en uso indebido de recursos públicos el particular que:
I. Realice actos a través de los cuales se apropie, haga uso indebido o desvíe del objeto para el que estén previstos los recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, cuando por cualquier circunstancia maneje, reciba, administre o tenga acceso a dichos recursos.
II. Omita rendir cuentas que comprueben el destino que se otorgó a dichos recursos.

Como se advierte de lo anterior, de interpretar como tal que procede la excepción de la reserva ante actos de corrupción acreditados como tal, dicho artículo quedaría inaplicable, ya que no existe tipificado el delito de corrupción  ya que sus modalidades son muy amplias, esto es, hay muchas conductas que pueden considerarse actos de corrupción y estos pueden cometerse tanto por servidores públicos como por particulares, por lo que, no debe cerrarse la interpretación en el sentido de que, debe estar acreditada el delito como tal. 

No obstante lo anterior, de las constancias que obran en el expediente y principalmente de la audiencia celebrada con el sujeto Obligado, se advierte que no es posible afirmar que en el presente caso puedan acreditarse directamente actos de corrupción, en función de que los hecho no devienen de actos administrativos, si no de una relación de tipo bursátil, la que originalmente funcionó ya que la principio se cubrieron los pagos y después de algunos años  las empresas dejaron de pagar, lo que originalmente recayó en una demanda mercantil y posteriormente en una denuncia penal.

Sin embargo, destaca el hecho de que, los recursos del ISSEMYM, no son exclusivamente recursos del Erario, sino que son administrados por este y, los propietarios de ese dinero son los trabajadores, a quienes se les descuenta de su salario una parte en la que también contribuye el Estado, para que una vez en su retiro cuenten con el beneficio de una prestación adicional a la pensión, en este sentido ante la falta de pago, la bolsa que se ve afectada no sólo es la del Sujeto Obligado que tiene que hacer frente al pago de pensiones y prestaciones, sino de los trabajadores que son quienes se ven afectados al no recibir en tiempo las prestaciones que por ley les corresponden. Así conforme a su Reglamento Financiero del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, los artículos 6° y 25, disponen que las reservas estarán sujetas a inversión y que dentro de las reservas se encuentra el sistema de capitalización individual que corresponde justamente al ahorro de los trabajadores.

En este orden de ideas, lo que se advierte es un claro interés público de conocer el monto invertido y los montos que adeudados por las empresas en las que se invirtió el sistema de capitalización de los trabajadores, pues ante la falta de recursos estos son quienes directamente se ven afectados con la falta de recursos en la institución. Al respecto, debemos tomar en consideración que el ISSEMYM, de acuerdo con el artículo 11de la Ley   presta los siguiente servicios obligatorios, no obligatorios y créditos:

Son prestaciones obligatorias:
I. Servicios de salud:
1. Promoción a la salud y medicina preventiva.
2. Atención de enfermedades no profesionales y maternidad.
3. Rehabilitación.
4. Atención de riesgos de trabajo.

II. Pensiones y Seguro por Fallecimiento:
1. Sistema Solidario:
a) Jubilación.
b) Retiro por edad y tiempo de servicios.
c) Inhabilitación.
d) Retiro en edad avanzada.
e) Fallecimiento.
2. Sistema de capitalización individual:
a) Pago único.
b) Pagos programados.
c) Ahorro voluntario.
3. Seguro por fallecimiento.

III. Créditos a corto, mediano y largo plazo.
Son potestativas las prestaciones sociales, culturales y asistenciales y están sujetas a las cuotas y aportaciones que para tal efecto determine el Consejo Directivo, de acuerdo a lo señalado en Título IV.

Las prestaciones que antes se indican pueden ser directamente para los trabajadores, sus familiares o beneficiarios, por tal motivo, ante la posible comisión de un delito, aunque este haya sido cometido por particulares, se advierte que existe interés público por transparentar lo que el ISSEMYM haya hecho, esto es, como ya se hizo público, que presentó denuncia mercantil y denuncia penal, pero no basta con eso, pues es necesario dar a conocer los montos que pagó el ISSEMYM y los montos que en la actualidad constituyen adeudos por la posible comisión de un delito, pues como se refirió los afectados tanto directa como indirectamente son los trabajadores, esto es, de manera directa, porque el monto invertido y no recuperado es del dinero que deben recibir por corresponder a sus prestaciones y de manera indirecta, porque ante la falta de recursos del ISSEMYM, pueden verse afectados presupuestalmente otras prestaciones como la atención médica.

De lo cual, se debe retomar que se reconoce que el acceso a la información y la transparencia son las principales herramientas de poder hacia los ciudadanos, para ello incluso se deben fortalecer los mecanismos de transparencia activa y rendición de cuentas, respecto a los gastos e inversiones en infraestructura, así como el establecimiento de transparencia activa de aquella información necesaria para la efectiva rendición de cuentas y la lucha contra la corrupción. En función de lo expuesto, el derecho de acceso a la información cobra una relevancia trascendental para la sociedad en general, ya que a través del ejercicio de este se puede conocer información relacionada con casos de interés público.

Sobre esto, el artículo 149 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, dispone que al momento de resolver los recursos de revisión, se debe aplicar una prueba de interés público, como se advierte a continuación: 

Artículo 149. El organismo garante, al resolver el recurso de revisión, deberá aplicar una prueba de interés público con base en elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, cuando exista una colisión de derechos.
Para estos efectos, se entenderá por:
I. Idoneidad: La legitimidad del derecho adoptado como preferente, que sea el adecuado para
el logro de un fin constitucionalmente válido o apto para conseguir el fin pretendido;
II. Necesidad: La falta de un medio alternativo menos lesivo a la apertura de la información,
para satisfacer el interés público, y
III. Proporcionalidad: El equilibrio entre perjuicio y beneficio a favor del interés público, a fin de que la decisión tomada represente un beneficio mayor al perjuicio que podría causar a la Población 

Sobre el interés público se han planteado distintas definiciones pero grosso modo¸ va en el sentido de referir que el interés público busca el beneficio de la colectividad, si analizamos el interés público desde la óptica del derecho de acceso a la información podemos precisar que se busca el mayor beneficio de la sociedad a través de la entrega de información, para ello, la prueba de interés público es un análisis de ponderación que permite determinar cuál es la decisión con la que la sociedad tiene un mayor beneficio. 

Así por un lado de la balanza se tiene que la información forma parte de una investigación ante el Ministerio Público que no ha concluido y por lo tanto actualiza la causal de reserva; sin embargo para acreditar la prueba de daño, es necesario contraponer este elemento contra el beneficio de su entrega, por existir un interés público de conocer qué sucedió con el dinero de los trabajadores invertido.

En este sentido, ya se ha hecho del conocimiento público que:

1. En efecto, el ISSEMYM realizó inversiones bursátiles legales, con el dinero del fondo de capitalización individual de los trabajadores.
2. También se hizo público que el dinero se invirtió en las empresas interés de la ahora persona Recurrente.
3. Que las empresas dejaron de pagar al ISSEMYM.
4. Que se presentaron una denuncia y una demanda en contra de las empresas.
5. Que el monto total de la inversión, las fechas, el adeudo y los documentos que dan cuenta de ello, no se han hecho públicos y es el motivo por el cual se presentó la solicitud.

En este sentido, se debe analizar que, a diferencia de cualquier otra denuncia investigada por el Ministerio Público, en este caso si bien la víctima en la comisión del delito es el ISSEMYM, existen también otros afectados con el delito que son todos los trabajadores servidores públicos del Estado de México, además, como es sabido, la secrecía de la investigación del Ministerio Público tiene por objetivo que no se obstruya la investigación, no se oculte, altere o destruyan pruebas y que los probables responsables no se den a la fuga y eviten presentarse a rendir cuentas.

Así, desde el análisis de la idoneidad, se advierte que el derecho que debe ser adoptado como preferente es el de los trabajadores, al existir interés público en conocer el adeudo que se tiene por las empresas que dejaron de pagar por la posible comisión de un delito, pues si bien, se trata de inversiones de riesgo, es dinero público del que el ISSEMYM debe rendir cuentas. Así mismo, es de señalar que la información interés de la persona Recurrente, no es acceder a los resultados de las investigaciones del Ministerio Público, sino a la información relacionada con los recursos públicos y, la entrega de dicha información no identifica de forma alguna a los presuntos responsables, incluso, la entrega de esta información en la solicitud que nos ocupa no puede ser considerada un mecanismo de alerta para evadir la acción de la justicia, en razón de que la información fue hecha en medios de manera anticipada.

En cuanto a la necesidad, se advierte que la entrega de la información vía la solicitud de acceso a la información, sí constituye la vía menos lesiva, pues no se concede acceso directo a la carpeta de investigación del Ministerio Público, sino únicamente a los documentos en poder del ISSEMYM, que si bien, también forman parte de la carpeta de investigación constituyen los elementos que dan cuenta del uso y destino de recursos públicos, así como de los montos adeudados. En razón de ello, se advierte que, favorece el interés público dar a conocer esta información, ya que, no sólo se trata de recursos del  ISSEMYM, sino también recursos de los trabajadores.

En cuanto a la proporcionalidad, se advierte un beneficio mayor al interés público de transparentar los documentos solicitados, toda vez que estos están directamente relacionados con el dinero de las prestaciones de todos los servidores públicos de la Entidad, quienes tienen derecho a conocer la información sobre el monto, presuntamente defraudado por particulares, de tal suerte que, al no ordenarse los avances de la investigación del Ministerio Público, es dable concluir que el riesgo de perjuicio en la investigación es menor que el beneficio de la transparencia y la rendición de cuentas, desde la perspectiva del interés público.

Cabe añadir, que el derecho de acceso a la información tiene una dimensión individual y colectiva, donde la segunda, de conformidad con la tesis con rubro “DERECHO A LA INFORMACIÓN. DIMENSIÓN INDIVIDUAL Y DIMENSIÓN COLECTIVA” (Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, página 838, con número de registro 2012524.) constituye el pilar esencial sobre el cual se erige todo Estado democrático, así como la condición fundamental para el progreso social e individual. En ese sentido, no sólo permite y garantiza la difusión de información e ideas que son recibidas favorablemente o consideradas inofensivas e indiferentes, sino también aquellas que pueden llegar a criticar o perturbar al Estado o a ciertos individuos, fomentando el ejercicio de la tolerancia y permitiendo la creación de un verdadero pluralismo social, en tanto que privilegia la transparencia, la buena gestión pública y el ejercicio de los derechos constitucionales en un sistema participativo, sin las cuales no podrían funcionar las sociedades modernas y democráticas.

Dicho lo cual, deviene relevante que el artículo 141, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios prevé la necesidad de acreditar la prueba de daño en la reserva de la información y que el artículo 149 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, concede a los organismos garantes a efectuar una prueba de interés público para determinar y validar el riesgo real, demostrable e identificable que se causaría la interés público con la entrega de la información.

Por lo anterior, si bien se actualiza la causal de reserva establecida en el artículo 140, fracción IX de la Ley de Transparencia Local, no se acredita la respectiva prueba de daño, por lo que también procede revocar la reserva bajo esta causal.

No obstante, en la audiencia que se llevó a cabo con el ISSEMYM el día trece de agosto del año en curso, el Titular de la Unidad de Transparencia manifestó que en caso de que se desacreditara la clasificación de la información como reservada, aún existe un riesgo de dar a conocer las inversiones por especulaciones en el mercado.

Derivado de lo anterior, conviene señalar que el ISSEMYM, cuenta con la facultad y obligación legal de realizar la inversión de los recursos de las reservas conforme a la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, así como a lo establecido en el Reglamento Financiero del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios mismo, de conformidad con los siguientes artículos:

Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios
“Artículo 23.- Las prestaciones que establece la presente ley, así como su administración serán financiadas a través de:
I…
II.- Los intereses y rendimientos que se obtengan derivados de las inversiones de las reservas financieras;
III a XIII…

Artículo 44.- La inversión de las reservas financieras del Instituto deberá hacerse en las mejores condiciones de seguridad, rendimiento y liquidez, prefiriéndose, en igualdad de circunstancias, las que además generen mayor beneficio social”.

Reglamento Financiero del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios 
“Artículo 25.- Las reservas que se constituyan en los términos del presente Reglamento, estarán sujetas a inversión.
Artículo 27.- Se podrán realizar inversiones, en los siguientes instrumentos: 
I. Instrumentos de Deuda emitidos o avalados por el Gobierno Federal, o que tengan como fuente de pago participaciones federales, así como de gobiernos Estatales, quedan exceptuados los emitidos por el Gobierno del Estado de México o bien cuando dichos instrumentos se encuentren avalados o garantizados directa o indirectamente por este último. 
II. Instrumentos de deuda emitidos por el Banco de México. 
III. Instrumentos de deuda que tengan Grado de Inversión. 
IV. Depósitos de dinero a la vista en Bancos. 
V. Operaciones autorizadas para garantizar derivados a que se refieren las disposiciones del Banco de México. 
VI. Valores Extranjeros; las inversiones en valores extranjeros de deuda deberán tener Grado de Inversión. 
VII. Instrumentos estructurados. 
VIII. Componentes de renta variable. 
IX. Instrumentos bursatilizados. 
X. Instrumentos de deuda y valores extranjeros de deuda que otorguen o garanticen un rendimiento mínimo positivo referido a tasas de interés reales o nominales, al valor de las unidades de inversión, al Índice Nacional de Precios al Consumidor o al tipo de cambio del peso frente a las divisas, o una combinación de los anteriores, además podrán vincularse a los componentes de renta variable autorizados. 
XI. Activos objeto de inversión denominados en divisas
…

De lo anterior, se aprecia que con la finalidad de obtener ingresos adicionales para financiar las prestaciones que otorga el ISSEMYM, debe invertir en ciertos instrumentos dentro de los instrumentos se encuentran los bursatilizados, además resulta procedente traer a colación la Ley del Mercado de Valores la cual en su artículo 61 señala que las personas morales, nacionales o extranjeras, que tengan la capacidad jurídica para suscribir títulos de crédito, podrán emitir certificados bursátiles, ajustándose a lo previsto en esta Ley y, en el artículo 63 señala que los certificados bursátiles podrán emitirse mediante fideicomiso irrevocable cuyo patrimonio afecto podrá quedar constituido, en su caso, con el producto de los recursos que se obtengan con motivo de su colocación; los certificados que al efecto se emitan al amparo de un fideicomiso deberán denominarse "certificados bursátiles fiduciarios", ello ya que desde respuesta manifestó que los certificados bursátiles están respaldados por un fideicomiso.

En ese sentido, ya que manifestó que podría encajar en otra causal de reserva es necesario señalar que el artículo 132 de la Ley de la materia y el Séptimo de los Lineamientos previamente referido, prevé que la clasificación de la información se llevará a cabo, entre otros, en el momento en que se reciba la solicitud de acceso a la información pública. Por su parte, el Octavo de dichos Lineamientos, establece que, para fundar la clasificación de la información, se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o número de la ley o tratado internacional, en donde se le otorgue el carácter de reservada o confidencial a la información, no obstante, dicha clasificación no fue aprobada por su Compite de Transparencia y no se realizó la prueba de daño correspondiente, de conformidad con los artículos 128 y 129 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, situación que se robustece con lo señalado en la Tesis Aislada número I.10o.A.79 A (10a.), (Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo III, pag. 2318) como se muestra a continuación:

PRUEBA DE DAÑO EN LA CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN PÚBLICA. SU VALIDEZ NO DEPENDE DE LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE EL SUJETO OBLIGADO APORTE.

De acuerdo con el artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y con los lineamientos segundo, fracción XIII y trigésimo tercero, de los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, aprobados por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales y publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de abril de 2016, la prueba de daño es la argumentación fundada y motivada que deben realizar los sujetos obligados para acreditar que la divulgación de la información lesiona un interés jurídicamente protegido y que el daño que puede producir es mayor que el interés de conocer ésta. Para tal efecto, disponen que en la clasificación de la información pública (como reservada o confidencial), debe justificarse que su divulgación representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; que ese riesgo supera el interés público general de que se difunda; y, que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. Así, la prueba de daño establece líneas argumentativas mínimas que deben cursarse, a fin de constatar que la publicidad de la información solicitada no ocasionaría un daño a un interés jurídicamente protegido, ya sea de índole estatal o particular. Por tanto, al tratarse de un aspecto constreñido al ámbito argumentativo, la validez de la prueba de daño no depende de los medios de prueba que el sujeto obligado aporte, sino de la solidez del juicio de ponderación que se efectúe en los términos señalados.

De lo anterior, se desprende que la información reservada, es aquella que cuando, de manera excepcional y por razones de interés público, su publicidad puede causar un daño al interés jurídico tutelado por la Ley, en alguno de los supuestos establecidos en el artículo 140 de la Ley de la materia, y desarrollar la prueba de daño de acuerdo a lo establecido en los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para Elaboración de Versiones Públicas, misma que sera caso por caso, ya que no se podrá clasificar la información unicamente por estar vinculada con los supuestos establecidos en la Ley sino que además se demostrara que efectivamente dar a conocer la información que se clasifica podría afectar las funciones y el actuar de los diversos susjetos obligados.

Dicha prueba de daño, consiste en exponer los argumentos y razones, basados en elementos verificables, a partir de los cuales se derive que la divulgación de información, en particular, puede afectar, poner en riesgo o dañar el interés protegido. Asimismo, esta no debe basarse en meras especulaciones o suposiciones, sino en elementos objetivos que deban evaluar que existe un riego actual e inminente. Esto es, se debe demostrar que el riesgo que se causaría con la entrega de la información es superior que el beneficio al interés público.

Para reforzar lo anterior, conviene señalar que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece sobre el interés público:

· El artículo 3, fracción XII;  que el interés público se refiere a la información que resulta relevante o beneficiosa para la sociedad y no simplemente de interés individual, cuya divulgación resulta útil para que el público comprenda las actividades que llevan a cabo los sujetos obligados.
· El artículo 101, fracción III, que un documento clasificado como reservado puede ser público cunado exista resolución de una autoridad competente que determine que existe una causa de interés público que prevalece sobre la reserva de la información.
· El artículo 149, que el Organismo Garante, al resolver el recurso de revisión, deberá aplicar una prueba de interés público con base en elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, cuando exista una colisión de derechos.

Ahora bien, como ya quedó establecido el Sujeto Obligado no demostró de forma adecuada que la información requerida por el Particular encuadre en alguno de los supuestos establecidos en la Ley para considerarla como reservada, además la Ley del Mercado de Valores en su artículo 1° señala que tiene por objeto desarrollar el mercado de valores en forma equitativa, eficiente y transparente; proteger los intereses del público inversionista; minimizar el riesgo sistémico; fomentar una sana competencia, y regular entre otras cosas la organización y funcionamiento de las casas de bolsa, bolsas de valores, instituciones para el depósito de valores, contrapartes centrales de valores, proveedores de precios, instituciones calificadoras de valores y sociedades que administran sistemas para facilitar operaciones con valores, así como la responsabilidad en que incurrirán las personas que realicen u omitan realizar los actos o hechos que esa Ley sanciona.

Por lo anterior, no se advierte el riesgo señalado en audiencia relacionado con la modificación de las condiciones en inversiones presentes y futuras, en la que se elimine la sana competencia entre las Instituciones financieras; ya que el hecho de dar a conocer los rendimientos que otorga alguna institución puede mejorar las condiciones de inversión o en su defecto alinearlas al resto de las Instituciones sin afectar los rendimientos y las condiciones que se otorgan al Instituto, ya que en todo caso dichos rendimientos se hacen del conocimiento desde la contratación de los créditos, por ello se escoge el que otorgue mejores. 

Además de que, se advierte que el Sujeto Obligado debe efectuar todas las gestiones que sean necesarias para la obtención de una rentabilidad adecuada y seguridad en las inversiones de las sociedades de inversión que administren y, en cumplimiento de sus funciones, deben atender exclusivamente el interés de los trabajadores y asegurar que todas las operaciones que efectúen para la inversión de sus recursos se realicen con ese objetivo.

Así, el proporcionar específicamente la información solicitada respecto de la cual ya se indicó que se presentó una demanda mercantil y una denuncia penal por la posible comisión de delitos cometidos por particulares, la situación que resguarda la inversión no constituyen una estrategia comercial o financiera que pudiera obtener una ventaja competitiva o economía frente al resto de la competencia en la realización de actividades económicas, pues esta estrategia comercial no cumplió con las condiciones contractuales, por lo cual no se advierte el daño que se pudiere generar al dar a conocer dicha información, no daría cuenta de sus estrategias de operación.

Además, el Sujeto Obligado pública los rendimientos obtenidos en su inversión, si bien no se indica un desglose de las inversiones por empresa, sí se da a conocer el total de inversiones, como se puede ver en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” de fecha diecinueve de abril de dos mil veinticuatro que lleva como título Rendimiento de las reservas del sistema solidario de reparto del 1º de enero al 31 de diciembre de 2023, 

Conforme a lo publicado por el propio Sujeto Obligado, y contrario a sus manifestaciones tendientes a señalar que, de dar a conocer la información que es de interés del Particular generaría un riesgo, no se advierte que exista tal, además de que las inversiones realizadas por el ISSEMYM, al igual que esta de la que se requiere la información, son realizadas con recursos públicos incluso proporcionados por los propios servidores públicos, ya que como se mencionó en el artículo 25 del Reglamento Financiero del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios las reservas estarán sujetas a inversión por lo que el artículo 6° de dicho Reglamento señala que las reservas financieras actuariales del Instituto estarán integradas de la siguiente manera:

I. Sistema Solidario de Reparto, reserva común que se destinará para cubrir las pensiones a las que se hagan acreedores los servidores públicos que cumplan los requisitos que establece la Ley.
II. Sistema de Capitalización Individual, reserva cuyo saldo será siempre igual a la suma de las partes alícuotas reconocidas a cada uno de los servidores públicos participantes.
Derivado de lo anterior, se observa que la publicación del Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno del Estado de México mencionado en párrafos anteriores en donde se observan los rendimientos obtenidos por las inversiones realizadas son derivadas del sistema de capitalización, sobre este rubro, debe señalarse que conforme al Díptico publicado por el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, (http://www.issemym.gob.mx/sites/www.issemym.gob.mx/files/Sistema%20de%20Capitalizacion%20Individual.jpg) el Sistema de Capitalización Individualizado es el mecanismo mediante el cual, un servidor público y la Institución en la que labora, acumulan recursos, adicionales a su pensión; mismo que se integra hasta por tres rubros, los cuales son los siguientes: 

· Subcuenta de cuota obligatoria; que corresponde a un porcentaje del sueldo sujeto a cotización, que se descuenta al servir público de manera automática.
· Subcuenta de aportación obligatoria: que es la aportación que realiza la Institución a favor del servidor público, el cual equivale a un porcentaje del sueldo sujeto a cotización.
· Subcuenta voluntaria: que es la cantidad que cada servidor público decide ahorrar de acuerdo con sus aportaciones, permitiendo acumular mayores ingresos para su retiro.

En razón de lo anterior, debe considerarse que la subcuenta de cuota obligatoria y subcuenta de aportación obligatoria, se trata del ejercicio de recursos públicos que se les ha asignado a las dependencias y entidades y, la publicidad de dicha información permite conocer con certeza si el monto de las aportaciones que la Institución en la que labora el servidor público, es equivalente al porcentaje del sueldo bruto mensual de los servidores públicos. Situación que se robustece, con el Criterio 05/10 emitido por el entonces Pleno del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, mismo que se trae por analogía, cuyo texto y rubro es el siguiente: 

“Naturaleza de la información relativa a los montos aportados al Seguro de Separación Individualizado. De conformidad con la normatividad aplicable, las aportaciones relativas al Seguro de Separación Individualizado pueden ser divididas en tres grupos: las realizadas por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; las que realizan los servidores públicos a través de las retenciones que efectúa la dependencia o entidad vía nómina; y las aportaciones adicionales extraordinarias que realizan los servidores públicos. En términos de lo que establecen los artículos 7, fracción IV y 12 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el artículo 14 de su Reglamento, se considera que la información del primer y segundo grupo es de carácter público. Respecto del primer monto, se debe señalar que se trata de la entrega de recursos públicos adicionales a aquellos que corresponden al sueldo bruto mensual integrado, es decir, se trata de una prestación que se obtiene a partir de una partida presupuestal distinta a la que corresponde al sueldo de dichos trabajadores. Respecto del segundo monto, esto es, la parte que aportan los servidores públicos, es de señalarse que, aún cuando se refiere a una decisión personal sobre su patrimonio, su publicidad es necesaria para determinar si las dependencias y entidades correspondientes han manejado los recursos públicos federales que les son asignados de conformidad con las disposiciones legales aplicables; esto es, la publicidad de dicha información permite conocer con certeza si el monto de las aportaciones que el gobierno federal destina al pago de la prima del Seguro de Separación Individualizado es equivalente al porcentaje del sueldo bruto mensual integrado que los servidores públicos aportan al referido seguro. En relación con el tercer grupo, cabe destacar que se trata de aportaciones adicionales extraordinarias, respecto de las cuales las dependencias y entidades no aportan pago alguno; por lo tanto, se trata de decisiones personales sobre el uso y destino que los servidores públicos desean dar a su patrimonio, información que de conformidad con los artículos 3, fracción II y 18, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, debe clasificarse como confidencial.” 

En suma, debe considerarse que la naturaleza de la subcuenta de cuota obligatoria y de la subcuenta de aportación obligatoria, son datos de naturaleza pública y por ende, la información que se solicita está relacionada con recursos que también son de los trabajadores, esto nos lleva de la mano a advertir interés público de dar a conocer el destino de estos recursos, por lo que ante la situación acontecida, es adecuado afirmar que es derecho de las personas poder acceder a los documentos que rinden cuentas respecto del actuar del Sujeto Obligado para garantizar el retiro de los servidores públicos, por ello resulta dable ordenar la entrega de la información.

En efecto, de acuerdo a las constancias que obran en el expediente es posible advertir que ante la falta de pago de las inversiones realizadas, existe interés público en conocer el destino de los recursos públicos, pero principalmente de los ahorradores que son todos los trabajadores servidores públicos en activo y jubilados, pues ante la falta de pago de una empresa por situaciones de riesgo en inversiones bursátiles procede la demanda mercantil para que los inversores puedan en la medida de lo posible recuperar su capital: sin embargo, una vez que se presentó una denuncia en contra de la empresa en la que se realizaron las inversiones no sólo con dinero público, sino que corresponde al ahorro de trabajadores, se vuelve imperativo transparentar y rendir cuentas sobre lo acontecido y las medidas tomadas por la institución para recuperar el capital.

No se pasa por alto, que desde respuesta manifestó que no se cuenta con un documento con tales características, en virtud de que los certificados bursátiles están respaldados por un fideicomiso en cuyo caso deriva de un contrato celebrado entre el Fiduciario (casa de bolsa) y el Fideicomitente (empresa), es decir, que el contrato no se encuentra en los archivos que obran en la Dirección de Administración Financiera, por no generarse; no obstante, como se señaló la Ley de Mercado de Valores en su artículo 63, que los certificados bursátiles podrán emitirse mediante fideicomiso irrevocable cuyo patrimonio afecto podrá quedar constituido, en su caso, con el producto de los recursos que se obtengan con motivo de su colocación, y únicamente las instituciones de crédito, casas de bolsa y sociedades operadoras de sociedades de inversión podrán actuar como fiduciarias en fideicomisos cuya finalidad sea la emisión de certificados bursátiles, en ese sentido debe tener el documento por el cual le emitieron los certificados correspondientes.

De igual forma, también manifestó no conocer a las empresas mencionadas por el Particular, ya que únicamente hace la contratación mediante las instituciones de crédito, casas de bolsa y/o sociedades operadoras de sociedades de inversión, sin embargo, en respuesta si identificó que la información relacionada con las empresas mencionadas formaba parte de una carpeta de investigación, por lo que si en un principio pudo no saber que empresas formaban parte del fideicomiso al día de la solicitud de acceso a la información ya sabía que sí eran parte, razón por la cual deberá proporcionar los contratos solicitados.

Lo anterior, ya que todos los actos de autoridad que realicen los sujetos obligados deben estar documentados y, bajo el más alto estándar de transparencia deberán poner toda la información que se encuentre en su posesión, a disposición de los particulares que la soliciten, resulta necesario referir que, el artículo 6° apartado A fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 5 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, guardan una estrecha relación, puesto que los ordenamientos citados concurren refiriendo que los Sujetos Obligados deberán documentar todo acto que se derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen, posean o administren.

De lo señalado, se tiene la obligación de documentar todos los actos que se lleven a cabo en el ejercicio de sus funciones, atribuciones y competencias, mientras que por otro, se ven impuestos por la obligación de hacer pública toda aquella información que se encuentre en su posesión en estricto apego a los principios de eficacia y máxima publicidad, sobre éste último se debe poner mayor énfasis, puesto que establece que toda la información en posesión de los Sujetos Obligados será pública, completa, oportuna y accesible, lo que permite que la ciudadanía tenga un amplio acceso sobre lo que es el actuar de las autoridades.

Versión pública

Es preciso señalar que para el caso de que la información que se ordena cuente con datos personales confidenciales, deberá entregarse en su versión pública acompañada del acuerdo que para tales efectos emita su Comité de Transparencia de conformidad con los artículos 49, fracciones II y VIII, 143, fracción I y 149 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Al respecto de la versión pública, se precisa que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en su artículo 116, dispone que se considera información confidencial la que contenga datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable.

De la misma manera, el artículo 5°, fracciones I y II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, prevé que toda la información en posesión de los Sujetos Obligados será pública; no obstante, aquella referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas, será protegida a través de un marco jurídico rígido, de tratamiento y manejo de datos personales.

Por su parte, el artículo 24, fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, precisa que los Sujetos Obligados serán los responsables de proteger y resguardar la información clasificada como reservada o confidencial. En concordancia con lo previo, el artículo 143, fracción I, de la Ley previamente citada, establece que la información privada y los datos personales, concernientes a una persona física o jurídica colectiva identificada o identificable son confidenciales.

Asimismo, en el artículo 145 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé que para que los Sujetos Obligados puedan permitir el acceso a la información confidencial, requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información, excepto cuando i) la información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público, ii) por ley tenga el carácter de pública, iii) exista una orden judicial, iv) por razones de seguridad nacional y salubridad general o v) para proteger los derechos de terceros o cuando se transmita entre sujetos obligados en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales.

En términos de lo expuesto, la documentación y aquellos datos que se consideren confidenciales, serán una limitante del derecho de acceso a la información, siempre y cuando:

a. Se trate de datos personales o información privada; esto es, información concerniente a una persona física o jurídico colectiva y que ésta sea identificada o identificable. 
b. Para la difusión de los datos, se requiera el consentimiento del titular. 

En ese orden de ideas, de conformidad con el artículo 3°, fracción IX, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con relación el diverso 4°, fracciones XI y XII, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, se advierte que son datos personales, la información concerniente a una persona física identificada o identificable (cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier documento informativo físico o electrónico), establecida en cualquier formato o modalidad. 

Además, en el artículo 5° de dicho ordenamiento jurídico, establece que es la Ley aplicable para todo tratamiento de datos personales.

Por su parte, los artículos 6°, 7°, 8° y 14 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, disponen que los responsables del tratamiento de datos personales, deben observar los principios de licitud, consentimiento, información, calidad, lealtad, finalidad, proporcionalidad y responsabilidad; además, que dicho tratamiento deberá obedecer exclusivamente a sus atribuciones legales y con el consentimiento de su titular, además de que debe estar justificado en ley (principio de finalidad).

Ante tales situaciones, un dato personal es cualquier información que pueda hacer a una persona física identificada e identificable, como su nombre o imagen. Asimismo, la doctrina desarrollada a nivel internacional, respecto del tema de datos personales, establece que también las preferencias, gustos, cualidades, opiniones y creencias, constituyen datos personales. En este sentido, cualquier información que por sí sola o relacionada con otra permita hacer identificable a una persona, es un dato personal, susceptible de ser clasificado.

En este contexto, la confidencialidad de los datos personales tiene por objetivo establecer el límite del derecho de acceso a la información a partir del derecho a la intimidad y la vida privada de los individuos. Sobre la particular, el legislador realizó un análisis en donde se ponderaban dos derechos: el derecho a la intimidad y la protección de los datos personales versus el interés público de conocer el ejercicio de atribuciones y de recursos públicos de las instituciones y es a partir de ahí, en donde las instituciones públicas deben determinar la publicidad de su información.

Así, toda la información que transparente la gestión pública, favorezca la rendición de cuentas y contribuya a la democratización del Estado Mexicano es, sin excepción, de naturaleza pública. En consecuencia, aquellos datos que únicamente versan sobre la vida privada de las personas y de los particulares, así como la información privada de personas jurídico-colectivas deberán ser eliminadas de las versiones pública, previa aprobación del Comité de Transparencia.

SEXTO. Decisión

Con fundamento en el artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Instituto considera procedente MODIFICAR la respuesta otorgada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información 00826/ISSEMYM/IP/2023, por resultar fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer por el Recurrente, en el Recurso de Revisión 07577/INFOEM/IP/RR/2023, en consecuencia procede ORDENAR, conceda en su caso en versión pública a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), los documentos faltantes requeridos por el Particular.

Términos de la Resolución para el Recurrente:

Este Instituto, determinó modificar la respuesta que le entregó el Sujeto Obligado a su solicitud de acceso, toda vez que debe privilegiar el principio de máxima publicidad de la información. 

La labor del INFOEM, es apoyar a la población para acceder a la información pública y garantizar la protección de sus datos personales.


R E S U E L V E

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios a la solicitud de información 00826/ISSEMYM/IP/2023 por resultar fundadas las razones o motivos de inconformidad hechos valer por el Recurrente en el Recurso de Revisión 07577/INFOEM/IP/RR/2023, en términos de los considerandos QUINTO y SÉPTIMO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, a efecto de que, previa búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de sus áreas competentes, remita, a través del SAIMEX, de ser procedente en versión pública los documentos en donde conste lo siguiente:

· Las inversiones realizadas que contengan fechas de compra, montos pagados y cantidad de certificados bursátiles fiduciarios, emitidos a través de bancos o casas de bolsa en donde hayan sido parte las empresas mencionadas por el Particular (Corafi y/o Escorfin), del 2013 al 25 de octubre de 2023, junto con los contratos que den cuenta de tales inversiones.

De ser necesarias las versiones públicas, se deberá proporcionar el Acuerdo de Clasificación donde el Comité de Transparencia, confirme la eliminación de los datos confidenciales, de conformidad con los artículos 49, fracciones II y VIII y 132, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. NOTIFÍQUESE POR SAIMEX la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186, último párrafo, 189, segundo párrafo, y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley referida.

De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

CUARTO. NOTIFÍQUESE POR SAIMEX al Recurrente la presente, asimismo, se hace de su conocimiento que de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO RESUELVE, POR MAYORÍA DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ (CON VOTO DISIDENTE CONCURRENTE), LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (CON VOTO DISIDENTE CONCURRENTE), EN LA TRIGÉSIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL DIECISÉIS DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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